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Presentación


Por: Bernardo Vela Orbegozo, Ph.D


Más allá de la coyuntura política marcada por el ascenso y el declive de unos gobiernos, que les permitió a algunos intelectuales hace algunos años hablar de una “nueva izquierda latinoamericana”, se puede constatar la existencia de un proceso que coincide con esa coyuntura política y que sí trasciende en el tiempo porque, a diferencia de los gobiernos y de algunos intelectuales que proclamaban esa “nueva izquierda”, este proceso tiene sentido histórico, raigambre popular y, en consecuencia, una capacidad de transformar la sociedad.


Se trata de la emergencia y la proposición de poderes constituyentes enriquecidos en saberes que emergieron de la entraña cultural y de los valores políticos y económicos propios de los países de la región y que en el ocaso del siglo XX se fueron transformando en instituciones, cuyo conjunto, denominado nuevo constitucionalismo latinoamericano, suscitó una paradoja: por un lado, ha sido visto con la inquietud y la desconfianza que en los países de la región ha suscitado el método del constitucionalismo; esto es, el método de establecer instituciones —generalmente foráneas— con la esperanza de transformar la realidad que, lamentablemente, propiciaron frustración porque el statuo quo resultaba inamovible; por el otro, ha sido visto como un conjunto de instituciones que, por derivar de las fuerzas originarias que dan identidad propia a las sociedades de la región, tiene legitimidad y, en consecuencia, capacidad transformadora de la realidad.


En efecto, es posible constatar que hace ya dos siglos, tras el proceso de independencia de los países de la región, se forjó un proceso revolucionario dirigido, por un lado, a la fundación y el fortalecimiento de Estados independientes y, por el otro, al establecimiento de las instituciones liberales importadas de una Europa ilustrada que buscaban transformar una realidad inamovible jerarquizada en castas. No obstante, la esperanza de estos pueblos que sacrificaron generaciones en una lucha revolucionaria que debía propiciar una transformación social no se hizo realidad, porque los esfuerzos políticos se dirigieron más a consolidar los Estados recién nacidos que a fundar, como lo estaban haciendo algunos países de Europa occidental, auténticos Estados de derecho.


Esta dura lección de la historia regional puso en evidencia la validez de algo que, en la actualidad, se ha comprendido con carácter general por los filósofos de la política y del derecho; esto es, que las instituciones jurídicas albergan, al mismo tiempo, dos poderes: el poder de mantener el statuo quo y el poder de transformarlo o, en otras palabras, que la transformación de la realidad no depende del establecimiento de unas instituciones, sino de lo que Bertrand Russell ha denominado unas dinámicas sociales complejas.


De acuerdo con la perspectiva del filósofo británico —fundada en un análisis del largo y complejo proceso de formación y transformación del orden político de la sociedad humana—, el poder debe entenderse como una relación de dominación y obediencia que se manifiesta de diversas maneras en distintas épocas y lugares (las relaciones de poder) y cuyo estudio integral permite comprender las dinámicas sociales. Desde esta perspectiva, propuesta en su magistral trabajo escrito en 1938,1 se puede colegir que los países de latinoamericanos hicieron tránsito a la vida independiente que dio inicio a la formación de un Estado en medio de las vicisitudes sociales y las guerras civiles que caracterizaron la vida republicana del siglo XIX y que, fundado en las ideas liberales que se habían importado, se puede plantear como la dinámica social entre autoridad y libertad. No obstante, los esfuerzos dirigidos a consolidar el Estado se tradujeron en el fortalecimiento de una autoridad que significó la prolongación de unas prácticas de dominación coloniales contrarias a la libertad que promovían las instituciones liberales y, en consecuencia, no fue posible construir Estados de derecho.


El problema de la independencia, decía José Martí, no era el cambio de formas, sino el cambio de espíritu [...] Con los oprimidos había que hacer una causa común, para afianzar el sistema opuesto a los intereses y hábitos de mando de los opresores. (Martí, 1891)


Hernando Valencia Villa sostiene un argumento parecido:


[...] nuestro pecado original fue adoptar ideas, estructuras y normas ajenas e imponerlas a una realidad mestiza e insumisa, que ha permanecido inestable y conflictiva hasta nuestros días en la medida en que sus condiciones materiales no encajan dentro de las formas imperantes del Estado y del Derecho. (Valencia Villa, 2010, pp. 63 y ss.)


Marco Palacios (1996, pp. 7 y ss.), por su parte, sostiene que lo primero que debe considerarse en el estudio del orden político colombiano es la fragilidad del “Estado republicano”, que desde sus comienzos se mostró débil para ejercer el monopolio de poder sobre el gran territorio. Las elites políticas colombianas, agrega, crearon una “República señorial” amalgamando ideas liberales modernizantes con relaciones estamentales y patriarcales propias del modelo hacendatario (Palacios, 1999). Köning llega a la misma conclusión: el anticolonialismo, que se había convertido en una ideología de las clases dominantes criollas para transformar la situación política de sometimiento a la metrópoli española, fundado en el liberalismo, logró su cometido. No obstante, agrega, esas clases dominantes lograron mantener sus intereses políticos y económicos bajo el nuevo régimen republicano y, en consecuencia, se mantuvo el statu quo (König, 1994).


Por lo tanto, se podría inferir que el proceso revolucionario de las independencias de América Latina, pese a que fue seguido del establecimiento de instituciones liberales, no propició una transformación de la realidad social jerarquizada y excluyente porque las elites criollas tenían un interés loable de reemplazar al gobierno colonial, pero no de fundar una nueva sociedad igualitaria. En otras palabras, los procesos de independencia de los países latinoamericanos suscitaron la paradoja que aquí se esboza, porque las instituciones liberales no se establecieron en una realidad que, como la de algunos países de Europa occidental, correspondía con una revolución burguesa y con un proceso económico y social derivado de la industrialización.


Hechas estas consideraciones históricas, se suscita una cuestión: ¿se podría inferir, 200 años después de las independencias, que las instituciones del nuevo constitucionalismo latinoamericano tampoco van a transformar la realidad autoritaria y desigual que se prolongó hasta nuestros días? ¿Podrá este nuevo proceso constituyente asumir y resolver la dinámica social que se estableció hace 200 años entre autoridad y libertad y, además, asumir y resolver la nueva dinámica social derivada entre la libertad y la igualdad que propone el constitucionalismo social del siglo XX? ¿Este nuevo constitucionalismo podrá asumir y resolver las dinámicas que se derivan del encuentro entre la concepción individualista del constitucionalismo de los países del norte y la concepción social y colectiva propia de la naturaleza de los países latinoamericanos?


La hipótesis que de manera expresa o tácita se propone en los trabajos que aquí se compilan y presentan es que las instituciones del nuevo constitucionalismo latinoamericano gozan de una legitimidad de la que no gozaron las instituciones liberales en los países latinoamericanos tras su independencia del Reino de España, pese a que esas instituciones estaban en las raíces del proceso de formación del constitucionalismo europeo formado en los tiempos de la Ilustración. Se propone esta hipótesis porque, como demuestran los capítulos aquí compilados, las instituciones del nuevo constitucionalismo latinoamericano no son ajenas a nuestra realidad o, como se afirmó atrás, porque son el producto de saberes ancestrales que emergieron de su esencia cultural y de los valores políticos y económicos propios de los países de la región.


No obstante, los siguientes capítulos también suscitan unas cuestiones muy importantes para el conocimiento de nuestra realidad: la primera: ¿qué es el nuevo constitucionalismo latinoamericano: la construcción de un nuevo enfoque teórico o la constatación de un proceso social? La segunda: ¿es posible comparar el constitucionalismo liberal, fundado en las ideas del individualismo ilustrado, con el nuevo constitucionalismo latinoamericano cuyas instituciones más destacadas obedecen a concepciones sociales y colectivas expresadas en saberes políticos ancestrales como la Pacha Mama y el Buen Vivir?


La tercera: consideradas todas las instituciones establecidas en las constituciones de finales del siglo XX en los países de la región, ¿cómo elaborar una metodología que permita dilucidar cuáles son foráneas, cuáles son propias de nuestra idiosincrasia y, lo más importante, cuáles son el resultado del sincretismo, esto es, de la mezcla y la adaptación de lo foráneo y lo autóctono efectuada en el crisol de la historia? Y, en fin, la cuarta y, tal vez, la cuestión de mayor actualidad: ¿qué está pasando con las instituciones jurídicas de raigambre colectiva fundada en saberes políticos ancestrales latinoamericanos, como las que aquí se estudian, en relación con el proceso ineluctable de la globalización que acentúa el individualismo del derecho que ese proceso impone?


En efecto, las dinámicas de la globalización, que han significado una erosión de los atributos clásicos del Estado,2 también han propiciado un declive de lo público y de la democracia porque amparan —como dice Ferrajoli— el fortalecimiento de los poderes privados y una exclusión social creciente que alimenta un proceso desconstituyente.3 Este proceso se hace evidente —como dice Saskia Sassen— en la captura de sus funciones legislativas en favor de intereses privados porque la emergencia y la multiplicación de negociaciones entre los Estados, y entre los Estados y los sujetos económicos globales propicia la producción de nuevas normas jurídicas en un proceso que, en detrimento de la soberanía estatal, obedece a la lógica económica del mercado libre y la privatización, por lo tanto, afecta directamente las instituciones y las políticas estatales.4 Hechas estas consideraciones, la cuarta cuestión puede replantearse así: ¿qué posibilidad de transformar la realidad tienen las instituciones del nuevo constitucionalismo latinoamericano en cuanto a la merma de lo público y el fortalecimiento de la privatización que son impulsadas por la globalización?


En otras palabras, y considerando el equilibrio plausible que algunos filósofos dicen que se puede alcanzar entre lo local y lo global, la cuestión que se suscita es: ¿podrá lo local —esto es, podrán los países latinoamericanos— defender lo que es propio y autóctono, ante las lógicas ineluctables de lo global, si las elites de los países latinoamericanos defienden intereses que están alineados con las fuerzas globales?
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Capítulo I.Las transformaciones que hicieron posible que el Estado social democrático de derecho fuese considerado como una necesidad en América Latina


Introducción


Desde sus más remotos anales, Latinoamérica ha estado marcada por desequilibrios económicos, desigualdades sociales y pasajes de autoritarismo político. Pero desde finales del siglo XX y en los primeros años del siglo XXI, se vienen presentando cambios y transformaciones políticas, económicas y sociales profundas y aceleradas. Si bien es cierto que muchos problemas han persistido, dado el pesado legado histórico, la intensidad actual imprimida por la globalización con sus avances tecnológicos y científicos han conllevado a que en la región se expanda el empleo y, en cierta manera, también la riqueza con el consecuente crecimiento de la clase media, reduciéndose los índices de pobreza y de desigualdad (García, 2010, p. 301). Políticamente, también la situación es inédita, hoy en día todos los gobiernos de Latinoamérica son el producto de elecciones libres y democráticas, marcadas por una amplia participación popular y por el surgimiento de nuevos personajes, rompiendo con la hegemonía tradicional del control del poder en los países.


Pero, todas estas transformaciones tienen su origen en duras experiencias, como lo que significó la década de los ochenta del siglo XX, caracterizada por la crisis de la deuda externa y por la ejecución de políticas económicas fundadas en el ajuste fiscal. Esta década, que tuvo un crecimiento negativo per cápita, fue la culminación en América Latina del proteccionismo y de las estrategias económicas basadas en el rol preponderante del gobierno. Véase ahora en este sentido, que las estrategias y las políticas que se implementaron en América Latina para el desarrollo industrial se vieron truncadas por una mala interpretación del proteccionismo, en el cual las políticas de desarrollo, respondieron a “intereses corporativos de las oligarquías locales y de las empresas transnacionales, en donde la dependencia de la financiación externa, condujo a niveles de endeudamiento insostenible” (Barbé, 2001, p. 345).


En definitiva, fueron 10 años devastadores para los habitantes de la región, y sobre todo, para los más pobres y desfavorecidos (Edwards, 2009, p. 89). En consecuencia, se impone una propuesta de transformación que prometía ser la panacea para el subdesarrollo, conocida como el Consenso de Washington, que fue el producto de un conjunto de principios presentados por John Williamson en 1989 en el Institute for International Economics, siendo considerados estos como la mejor guía para el crecimiento económico y el desarrollo de los países, especialmente, los latinoamericanos. Este estaba compuesto por diez puntos de orden económico, que se enfocaban en la disciplina fiscal, las monedas competitivas, la liberación comercial y financiera, la privatización y la desregulación. Lo que se podría traducir en mercados libres y dinero sano. Hacia finales de la década de los noventa se añadieron otros diez elementos a la lista, que se conocieron como de segunda generación, que tenían un cariz más institucional, enfocándose en problemas de gobernanza eficaz, que iban desde el combate a la corrupción y la gobernanza corporativa, hasta los mercados laborales flexibles y las redes de seguridad social (Rodrik, 2011, p. 36).


Lo cierto es que la aplicación de este experimento implicó la profundización de la heterogeneidad social y, por ende, el mantenimiento de la pobreza y la concentración de la riqueza. Por más de una década de las políticas económicas que se ajustaban a las propuestas del Consenso de Washington, la ejecución redujo la participación del sector público en infraestructura y servicios básicos, disminuyó las empresas estatales industriales, modificó negativamente la gestión de seguridad social y de salud. En resumen, la acción de nuevos y cambiantes actores sociales aumentó la brecha social y favoreció a las elites que incrementaron su riqueza y mejoraron su relación de poder (Vidal, 2010, p. 62). Este antecedente significó —como lo dice Edwards (2009, p. 20)— un giro hacia la izquierda en la mayoría de los países, producto del profundo desencanto con la serie de reformas dirigidas a establecer este sistema de mercado en la década de los noventa.


En definitiva, los cambios institucionales y normativos que surgieron en América Latina, producidos por el afán de modernizar al Estado y ponerlo a tono con las ideologías de moda, agravaron la situación a finales del siglo XX, de atraso y de injusticia social que tradicionalmente han acompañado a la región. Considérese esto en la medida en que la forzosa transición institucional causó un desfase entre la normatividad y la realidad, generando un proceso de desinstitucionalización. Teniendo como respuesta, desordenes sociales que degeneraron en problemas de gobernabilidad para los gobiernos. Surgiendo la necesidad de buscar una solución de naturaleza técnica radical, que determinará unas mejores condiciones para el individuo y la sociedad, adaptando y moldeando la Constitución a las necesidades y las particularidades reales del pueblo latinoamericano. Teniendo en cuenta, como lo dice Bernal (2009, p. 247), que la Constitución no especifica los métodos para obtener el progreso y el bienestar, pero sí los instituye como objetivos estatales por agenciar. Porque la Constitución no plasma una imagen fija del orden económico social que alcanzar, sino que se limita a configurar un marco amplio de principios, a modo de programa por desarrollar progresivamente por parte de los poderes públicos.


Es así, como el Nuevo Constitucionalismo aparece como una alternativa de solución de fondo para los problemas sociales y estructurales de América Latina, que se diferencia en el campo de la legitimidad del constitucionalismo anterior, por la naturaleza de las asambleas constituyentes (Martínez y Viciano, 2012, p. 25). Compréndase que las constituciones fundacionales latinoamericanas no habían sido fruto de procesos constitucionales plenamente democráticos, porque habían salido a la luz, mediante procesos constituyentes representativos de las elites, o sea que lo allí consignado, distaba de la naturaleza soberana que encarna el poder constituyente (el pueblo). Adicionalmente, esas viejas constituciones latinoamericanas se fundamentaron en el nominalismo constitucional, lo que trajo como consecuencia una falta de presencia efectiva de la constitución en el ordenamiento jurídico y en la sociedad (Martínez y Viciano, 2012, p. 25). Lo anterior nos lleva a concluir, que las anteriores constituciones se implementaron para servir a una elite, la cual monopolizó el poder público para su propio beneficio, obviando su verdadera función de norma suprema para el ordenamiento del Estado dentro de un sentido democrático.


De esta manera, los derechos económicos, sociales y culturales pasan a ocupar la parte sustantiva de las constituciones latinoamericanas que se elaboraron entre 1991 y el 2009 fueron el resultado de las contingencias políticas. En consecuencia, debieron abordar la jurisprudencia sobre los derechos fundamentales, desde un punto de vista académico y sistemático acorde con las tendencias internacionales, yendo incluso a la minucia descriptiva, con el objeto de no obviar detalle y construir una constitución con características propias, acorde con las particularidades y las necesidades de cada país.


Una vez hechas las aclaraciones pertinentes a manera de introducción de los motivos que llevaron a Latinoamérica al nuevo constitucionalismo, se describe el desarrollo del presente texto, que tiene como objetivo, dar a conocer las transformaciones que hicieron posible que el Estado social democrático de derecho fuese considerado como una necesidad en América Latina. En primer lugar, se considera la necesidad de describir la forma como evolucionó el Estado social democrático de derecho, haciendo referencia a los diferentes momentos históricos que hicieron posible la mutación del concepto, hasta llegar al término actual, dando a entender por qué se llegó a él y describiendo sus principios.


Dentro de este mismo aparte, se describe la forma como se ha ido transformando el Estado social democrático de derecho y se traen a colación los factores que llevaron al declive el modelo. Para así, posteriormente, continuar, con la explicación del neoconstitucionalismo, que es un producto académico europeo que surge por la necesidad de proteger los derechos económicos, sociales y culturales dadas las transformaciones descritas. Seguidamente, se continua con el nuevo constitucionalismo Latinoamericano, enunciando sus características, y de la misma manera, describiendo los motivos que condujeron a su implementación y su diferencia con el neoconstitucionalismo. Para, por último, formular unas conclusiones, que sinteticen las ideas más relevantes de los temas acotados.


Evolución del Estado social democrático de derecho


El reto de construir más justicia social ha llevado a la sociedad humana mediante movimientos sociales y procedimientos de democratización, a establecer lo que se ha denominado Estados sociales democráticos de derecho. Para dar una breve explicación a este término se utilizará la metodología propuesta por Gerardo Pisarello (2007), en la que expone cuatro planos diferentes del discurso jurídico-político: la primera es la tesis histórica, en la que hace un recorrido de la forma como se fueron considerando los derechos, pasando a clasificar los derechos sociales como de segunda o tercera generación, los cuales cronológicamente serían posteriores a los llamados derechos civiles y políticos. Lo particular de este enfoque es que se remonta a una prehistoria que va mucho antes de la conformación del Estado moderno, acotando que tanto en la Antigüedad como en el Medioevo existieron diferentes mecanismos institucionales, los cuales no fueron necesariamente estatales; en ese momento, se orientaron a paliar situaciones extendidas de pobreza y a asistir a colectivos más necesitados.


En ocasiones, esas iniciativas tendieron a tener un sentido democratizador e igualitario, como por ejemplo, las ayudas que garantizaban en la polis ateniense el acceso a baños públicos, a la cultura o al ejercicio de la participación política, también se pueden enunciar las primeras leyes agrarias y de granos que aseguraban el acceso a la tierra o a una cantidad mínima de alimentos en la Roma republicana. Más adelante, se observan las medidas tomadas en el Medioevo tardío o en los inicios del capitalismo, como fueron las leyes de pobres que pretendían sustituir el viejo concepto de caridad y beneficencia por el de reeducación para el trabajo, asumiendo una actuación de Estado, el cual, al mismo tiempo, era de asistencia y de represión.


Se puede citar como una primera experiencia, la presentada en el Reino Unido con las leyes de pobres, establecidas en el siglo XVII hasta el siglo XIX. El estatuto de 1601 establecía tres tipos de indigentes: los válidos, los inválidos y los niños. Para los cuales a partir de una organización parroquial y de un impuesto especial se les otorgaba ayuda a las dos últimas categorías, pero a la categoría conformada por los válidos había el compromiso de proporcionarles trabajo; de esto resulta la creación de las casas de trabajo. Leyes posteriores, creadas entre 1662 y 1782, van a establecer la prohibición de que las parroquias se desprendan de los pobres, lo que también trajo como consecuencia, la restricción en la circulación de los ciudadanos por el territorio nacional. Posteriormente, en 1775, fue formulada la Speenhamland, que trataba de atenuar los estragos de la industrialización, reconociéndole a todo hombre el derecho a un mínimo de subsistencia, inclusive si este no puede ganar más que una parte con su trabajo, se le debe proporcionar lo necesario para completar una renta fija, que se otorgaba de acuerdo con el número de hijos y el precio del trigo.


Pero, ante la industrialización surgió la necesidad de tener una mano de obra móvil y disponible para que laborase donde fuera requerida; por eso, en 1834 se implementó la Ley de Enmienda para los Pobres, que abolió el principio de territorialización del domicilio y creó un sistema centralizado de ayudas que eran más selectivas, teniendo como consecuencia que la situación del pobre asistido pasaba a ser menos ventajosa que la del trabajador asalariado, en la que se fortalecía un ambiente laboral en el que el mercado de trabajo se hacía más competitivo, emergiendo un proletariado móvil obligado a vender su fuerza de trabajo para sobrevivir (Cachón, 1995).


Posteriormente, en la Constitución democrática jacobina de 1793 (no entró en vigor a causa de la guerra), el reconocimiento de derechos sociales puso en cuestión el tabú del carácter inviolable de la propiedad privada y se vinculó de manera explícita la ampliación de los derechos de participación. Pero, ante el avance de la industrialización y la restauración liberal conservadora se empeoraron las condiciones de vida de las clases trabajadoras, pero al mismo tiempo de manera paradójica, se crearon las condiciones necesarias objetivas, para la organización en torno a alternativas que permitieran asegurar los intereses materiales y morales de los obreros, restituyendo, en parte, el control sobre sus vidas. Siendo el ciclo revolucionario de 1848 el punto de inflexión en la historia de las reivindicaciones y reconocimiento de los derechos sociales que se proyectarían hasta la actualidad. Así, la constitución de noviembre de ese mismo año no pudo ignorar la irrupción de la cuestión social, estableciendo en su preámbulo, el deber de la república de asegurar la existencia a los ciudadanos necesitados, bien procurándoles trabajo, en los límites de sus posibilidades y asistencia a los que no se encontraban en condiciones de trabajar.


Estos avances se vieron truncados en 1871, cuando la dinámica entre políticas sociales conservadoras concedían desde arriba, lo que los derechos sociales igualitarios conquistaban desde abajo. En este momento llegó una crisis económica sin precedentes, llevando a las políticas sociales a hacer su aparición, no como aliadas de los derechos civiles, políticos y sindicales como democratización de la sociedad, sino como su antídoto, como fue el caso en Alemania, donde a finales del siglo XIX, aparecieron los primeros elementos de política social que son el preámbulo del Estado de bienestar (Pisarello, 2007). Es algo particular, por cuanto esta iniciativa nace en un régimen autoritario en que está iniciando un proceso de industrialización, el cual, anticipándose a las exigencias de la clase obrera, adopta planes de seguridad social obligatoria.


En 1871, fue aprobada una nueva constitución que unificó a Alemania como un Estado y estableció una monarquía constitucional con una dieta elegida por sufragio universal masculino con funciones limitadas y sin poder de control sobre el gobierno. En este marco constitucional va a tener auge del Partido Socialdemócrata, que fue suprimido en 1878, y como contrapeso a esta medida arbitraria, el gobierno desarrolló una política social activa. Esta política se sustentaba en tres principios: el primero es la ley sobre el seguro de la enfermedad de 1883, que se hace obligatorio para los obreros de la industria con renta anual inferior a 2000 marcos; este seguro fue ampliado en 1885 y 1886 a otros colectivos; dos tercios de las cotizaciones eran a cargo de los obreros y el resto a cargo de los empleadores, los recursos se situaban en instituciones autónomas regidas por los consejos de administración en los cuales los obreros tenían los dos tercios de los votos; la clase obrera administraba un patrimonio colectivo.


El segundo es la ley de 1884 que trataba sobre los accidentes de trabajo, obligando a los patronos a cotizar en cajas corporativas para cubrir las situaciones de invalidez permanente, resultado de los accidentes de trabajo; en caso de invalidez se tenía derecho a una pensión equivalente a las dos terceras partes del salario. El tercer factor fue la ley de 1889 que estableció el primer sistema de pensión por jubilación, sus cajas eran proveídas por las cotizaciones pagadas a medias por los empresarios y los trabajadores (Cachón, 1995). Fue así como se llegó al final de la Primera Guerra Mundial, momento en que Rosanvallon (2012) fijó como definitivo para la conformación del Estado social democrático de derecho, por cuanto fue cuando la solidaridad despertada durante el conflicto bélico dio sentido a los impuestos, consolidando los tres factores que para él son el soporte del modelo, que son: los impuestos, el seguro y la representación laboral.

OEBPS/images/f0006-01.jpg
s





OEBPS/images/title.jpg
El nuevo constitucionalismo
latinoamericano
un aporte para el mundo

Armando Lugo Gonzalez
Rafael Jiménez Vega
Rubén Martinez Dalmau

A

CIUDADANIA
‘& DEMOCRACIA





OEBPS/images/cover.jpg
El nuevo
constitucionalismo
latinoamericano
un aporte para el mundo

Armando Lugo Gonzilez
Rafael Jiménez Vega
Rubén Martinez Dalmau






OEBPS/images/half.jpg
El nuevo constitucionalismo
latinoamericano
un aporte para el mundo





